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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

El Recurrente, Andrew Sierra Hernández (señor Sierra 

Hernández), quien actualmente se encuentra confinado en la 

Institución 501, Sección 1-D de Bayamón, comparece ante nos 

mediante recurso de revisión administrativa. En el mismo, nos 

solicita revisión de la Resolución emitida el 17 de noviembre de 

2015, y notificada el 15 de enero de 2016, por la Junta de Libertad 

Bajo Palabra (la Junta) mediante la cual se le denegó el privilegio 

de libertad bajo palabra.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos el dictamen recurrido.  

-I- 

En el año 2005, el Recurrente fue sentenciado a cumplir una 

pena total de veintiséis (26) años de cárcel por los delitos de 

Asesinato en segundo grado, tentativa de Asesinato y Ley de 

Armas.      

Así las cosas, el 4 de febrero de 2015, la Junta de Libertad 

Bajo Palabra adquirió jurisdicción sobre el caso de epígrafe.  Luego 
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de celebrada la Vista de Consideración, el 17 de noviembre de 

2015, dicho cuerpo administrativo emitió Resolución en la que 

emitió las siguientes Determinaciones de Hechos:  

1. El peticionario se encuentra en la 
Institución Correccional Ponce 
Fase III, cumpliendo una 

sentencia de veintiséis (26) años 
por los delitos de Asesinato en 

segundo grado, tentativa de 
Asesinato y Ley de Armas, [l]a 
cual extingue tentativamente el 

25 de febrero de 2025.  La Junta 
de Libertad Bajo Palabra adquirió 
jurisdicción sobre su caso el 4 de 

febrero de 2015. 
 

2. Debido al historial de uso de 
sustancias controladas por parte 
del peticionario, fue referido y 

completó el 2 de octubre de 
2015, terapias de trastornos 
adictivos, drogas y alcohol.  

 
3. Conforme a los documentos que 

obran en el expediente se 
informa que el Peticionario 
cumple por delito de carácter 

violento y no surge evidencia de 
que el peticionario fuera referido 

y/o evaluado recientemente por 
el Negociado de Rehabilitación y 
Tratamiento (NRT). 

 
4. Debido a la naturaleza por el 

cual el peticionario se encuentra 

sentenciado le aplica la Ley 175-
1998, según enmendada, en 

cuanto a la toma del ácido 
desoxirribonucleico (ADN), por lo 
cual el 18 de marzo de 2015, le 

fue suministrada la toma 
requerida por ley.  

 
5. El hogar propuesto por el 

peticionario resulta no viable, ya 

que no cuenta con recursos 
familiares que pueden contribuir 
en su proceso de rehabilitación.  

 
6. El peticionario no cuenta con 

candidato para fungir como 
amigo consejero corroborado por 
el programa de la comunidad 

correspondiente.  
 

7. El peticionario no cuenta con 

candidato a fungir como amigo 
consejero y oferta de empleo.   
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 Acorde con las referidas Determinaciones de Hechos, la 

Junta dispuso No Conceder el privilegio de libertad bajo palabra del 

Recurrente. Dicha Resolución fue notificada el 15 de enero de 

2016.  

 Insatisfecho con dicha determinación, el 19 de enero de 

2016, el Recurrente presentó Reconsideración ante la Junta. 

Acogida y examinada la misma, el 3 de marzo de 2016, dicho 

cuerpo administrativo emitió Resolución en la que declaró No Ha 

Lugar la petición de Reconsideración y reiteró su determinación del 

17 de noviembre de 2015.    

Inconforme, el 4 de mayo de 2016, el señor Sierra Hernández 

presentó el recurso de epígrafe que nos ocupa. En el mismo, en 

síntesis, el Recurrente refuta las Determinaciones de Hechos 

emitidas por la Junta.  En vista de ello, solicita que se revoque 

dicha determinación y se le conceda el privilegio de libertad bajo 

palabra.  

Examinado el recurso presentado ante nuestra 

consideración, emitimos Resolución mediante la cual ordenamos a 

la Oficina de la Procuradora General presentarnos su posición en 

cuanto al recurso de epígrafe, en o antes del 5 de julio de 2016. En 

cumplimiento con lo ordenado, el 5 de julio de 2016, la Junta de 

Libertad Bajo Palabra, por conducto de la Oficinal de la 

Procuradora General, presentó su Escrito en Cumplimiento de 

Resolución. Así pues, evaluados los escritos de cada una de las 

partes, resolvemos.  

-II- 

La Sección 19 del Artículo VI de la Constitución del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico y la Ley Orgánica de la 

Administración, Ley Núm. 116 de 22 de julio de 1974, según 

enmendada (Ley 116), 4 LPRA secs. 1101 y ss., establecen que será 

la política pública del Estado Libre Asociado que las instituciones 
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penales propendan al tratamiento adecuado de los delincuentes 

para hacer posible su rehabilitación moral y social, siguiendo el 

principio de tratamiento individualizado.    

En este contexto, la Ley Núm. 118 del 22 de julio de 1974, 4 

LPRA sec. 1501 et seq., creó la Junta de Libertad Bajo Palabra.  La 

misma tiene como finalidad la rehabilitación del delincuente y la 

protección de los mejores intereses de la sociedad y las víctimas de 

delito. Reglamento Procesal de la Junta de Libertad Bajo Palabra, 

Reglamento Núm. 7799, Departamento de Estado, 21 de enero de 

2010 (el Reglamento).  Dicha ley, regula en Puerto Rico, el sistema 

de libertad bajo palabra.  Este sistema "permite que una persona 

que haya sido convicta y sentenciada a un término de cárcel 

cumpla la última parte de su sentencia fuera de la institución 

penal, sujeto al cumplimiento de las condiciones que se impongan 

para conceder la libertad." Maldonado Elías v. González Rivera, 118 

DPR 260, 275 (1987). En cuanto al beneficio de la libertad bajo 

palabra, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que el mismo no 

es un derecho reclamable, sino un privilegio, cuya concesión y 

administración recae en el tribunal o en la Junta de Libertad Bajo 

Palabra. Quiles v. Del Valle, 167 DPR 458, 474 (2006); véase 

también, Pueblo v. Negrón Caldero, 157 DPR 413 (2002).  Dicho 

privilegio se otorgará a un confinado para el mejor interés de la 

sociedad y cuando las circunstancias establezcan que tal medida 

logrará la rehabilitación moral y económica del confinado. Pueblo v. 

Contreras, 139 DPR 604 (1995).  

Actualmente el Reglamento Procesal de la Junta de Libertad 

Bajo Palabra, supra, establece las normas procesales que rigen la 

función adjudicativa de la Junta de Libertad Bajo Palabra en la 

concesión del privilegio de libertad bajo palabra.  Específicamente, 

la Sección 9.1 del Reglamento, enumera los factores que la Junta 

http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA%2012/word/javascript:searchCita('118DPR260')
http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA%2012/word/javascript:searchCita('118DPR260')
http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA%2012/word/javascript:searchCita('157DPR413')
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considera para conceder o denegar el privilegio de la libertad bajo 

palabra.  Esta sección establece que:   

A. La Junta evaluará las solicitudes del 
privilegio, caso a caso, conforme al 
grado de rehabilitación y ajuste que 

presente el peticionario durante el 
término que ha estado en reclusión.  
 

B.  Al evaluar los casos, la Junta tomará 
en consideración los siguientes 

criterios con relación al peticionario:    
 

1. Historial delictivo  

 
a. La totalidad del expediente 

penal.  
 
b. Los antecedentes penales. Se 

entenderá por antecedentes 
penales las veces que un 
peticionario haya sido convicto y 

sentenciado.  
 

c. No se tomarán en consideración 
aquellos delitos en los cuales 
hayan transcurrido cinco (5) 

años desde que el peticionario 
cumplió la sentencia.  

 

d. Naturaleza y circunstancias del 
delito por el cual cumple 

sentencia, incluyendo el grado de 
fuerza o violencia utilizado en la 
comisión del delito.  

 
e. Si cumplió con el pago de la pena 

especial de compensación para 
víctimas de delito, dispuesta en 
el Artículo 49 — C del Código 

Penal de 1974, en los casos que 
aplique.  

 

f. Si existe una orden de detención 
("detainer") emitida por cualquier 

estado de los Estados Unidos, el 
gobierno federal y/o del Servicio 
de Inmigración y Naturalización.  

 
2.  Una relación de liquidación de la(s) 

sentencia(s) que cumple el peticionario. 
 
3.  La clasificación de custodia, el tiempo 

que lleva en dicha clasificación y si hubo 
cambio de clasificación y las razones para 
ello.  

 
4. La edad del peticionario.  

 
5. La opinión de la víctima.  
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[…]  
 

6. El historial social  
 

a.  Se tomará en consideración la 
totalidad del expediente social. 

b. Si anteriormente ha estado en 

libertad bajo palabra, libertad a 
prueba o cualquier otro 
programa de desvío.  

[…] 
c.  El historial de ajuste 

institucional y el historial social 
preparado por la Administración 
de Corrección.    

d. Si se le han impuesto medidas 
disciplinarias, disponiéndose que 

no se tomarán en consideración 
aquellas medidas disciplinarias 
en las cuales ha transcurrido un 

(1) año desde la fecha en que se 
impuso dicha medida 
disciplinaria.  

e. El historial de trabajo y/o 
estudio realizado en la 

institución.   
 
7. Si cuenta con un plan de salida 

estructurado y viable en las áreas de 
oferta de empleo y/o estudio, residencia y 
amigo consejero.  

 
a. El plan de salida podrá ser en 

Puerto Rico, en cualquier estado 
de los Estados Unidos o en 
cualquier otro país que tenga un 

tratado de reciprocidad con 
Estados Unidos.  

 
[…] 
  

d. Oferta de empleo y/o estudio.  
 

i. Todo peticionario deberá proveer 

una oferta de empleo o, en la 
alternativa, un plan de estudios, 

adiestramiento vocacional o estudio 
y trabajo.  

 

ii. La oferta de empleo se presentará 
mediante carta suscrita por la persona 

que extiende la oferta de empleo al 
peticionario, incluyendo la siguiente 
información:  

 
a. Nombre completo, dirección 

postal y física y teléfono(s) de la 

persona que ofrece el empleo.  
b. Nombre, dirección postal y física, 

teléfono(s) y naturaleza del 
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negocio en el cual se ofrece el 
empleo.  

c. Funciones que ejercerá el 
peticionario y el horario de 

trabajo.  
 

iii. Los planes de estudio, incluyendo el 

adiestramiento vocacional y/o el programa 
de estudio y trabajo, se presentarán 
sometiendo la carta de aceptación de la 

institución educativa, con expresión del 
programa o facultad al cual ingresará.  

 
iv. La falta de oferta de empleo o estudio 
no será razón suficiente para denegar el 

privilegio si el peticionario cumple con los 
demás criterios.  

 
[…]  

 

e. Residencia  
 
i. Todo peticionario tiene que indicar el 

lugar en el cual piensa residir de serle 
concedida la libertad bajo palabra, bien 

sea en una residencia o un programa 
interno.  
 

ii. De proponer una residencia, el 
peticionario proveerá el nombre completo 
y número de teléfono de la persona con la 

cual residirá, o de algún familiar cercano, 
así como la dirección física de la 

residencia. En estos casos, se realizará 
una investigación sobre la actitud de la 
comunidad donde propone residir el 

peticionario, de serle concedida la libertad 
bajo palabra.  

 
[…]  

 

f. Amigo consejero.  
 
i. El amigo consejero tiene la función de 

cooperar con la Junta y el Programa de 
Comunidad en la rehabilitación del 

peticionario.  
 
ii. Requisitos  

 
(a) No tener relación alguna de 

afinidad o consanguinidad con el 
peticionario. A manera de excepción, esta 
prohibición no aplicará en aquellos casos 

que la Junta, en el ejercicio de su 
discreción, entienda meritorio a base de 
las circunstancias particulares del caso.  

 
(b) No ocupar un puesto o cargo 

electivo, ni estar activo en la política 
partidista.  
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(c) No ser o haber sido representante 
legal del peticionario en cualquier proceso 

judicial o administrativo.  
 

(d) Tener la mayoría de edad  
 
(e) Tener contacto frecuente con el 

peticionario  
 

(f) Ser una persona de integridad 

moral.  
 

(g) No tener historial delictivo  
 
iii. Se realizará una investigación en la 

comunidad sobre la conducta e integridad 
moral de la persona propuesta para amigo 

consejero.  
 
iv. No se requerirá cumplir con el requisito 

de amigo consejero en aquellos casos en 
que el plan de salida propuesto consista 
únicamente en ser ingresado a un 

programa interno.  
 

8. Historial de salud  
 

[…]   

 
11. La Junta tendrá discreción para 
considerar los mencionados criterios 

según considere conveniente y cualquier 
otro meritorio con relación a la 

rehabilitación del peticionario y al mejor 
interés de la sociedad.  

 

 Además de los criterios anteriormente esbozados, según la 

Sección 9.2 del precitado Reglamento, la Junta tiene que 

considerar los siguientes documentos:  

1. Informe para posible Libertad Bajo 
Palabra. 

 
2. El original del expediente criminal y 

social del peticionario. 
 
3. Informe de Libertad Bajo Palabra 

debidamente completado. 
 

4. Copia de las sentencias impuestas al 
peticionario. 
 

5. Copia de la orden de detención emitida 
contra el peticionario por cualquier estado 
de los Estados Unidos y/o del Servicio de 

Inmigración y Naturalización. 
 

6. Hoja de liquidación de sentencia 
actualizada 
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7. Informe Breve de Libertad Bajo Palabra 
 

8. Evidencia del historial de trabajo y 
estudio en la institución 

 
9. Copia de la carta de oferta de empleo 
 

10. Certificado de que el peticionario 
completó los tratamientos requeridos, y 
los informes de evaluación relacionados a 

dichos tratamientos. 
 

11. Informe de Ajuste y Progreso 
 
12. Evaluación Médica y/o psiquiátrica. 

  
a.  La Junta podrá requerir la 

evaluación psicológica o 
psiquiátrica del Negociado de 
Rehabilitación y Tratamiento o de 

Salud Correccional, o entidad 
análoga debidamente acreditada 
por el Estado, en aquellos casos 

en que la persona se encuentre 
cumpliendo sentencia por delitos 

contra la vida y/o delitos 
sexuales, conforme al estado de 
derecho vigente a la fecha en que 

fue sentenciado, o en cualquier 
otro caso en que la Junta lo 
considere necesario.  

 
b. Estos informes tendrán una 

vigencia de dos (2) años desde la 
fecha de la evaluación.   
 

13. […] 
 

-III- 
 

En el presente caso, el Recurrente acude ante nos y alega 

que la determinación de la Junta de denegarle el privilegio bajo 

palabra es errónea. En primer lugar, señala que en octubre del 

2015, completó sus terapias de trastornos adictivos y alcohol y que 

ello en vez de considerarse como un agravante, debe ser 

considerado como atenuante. Por otro lado, refuta el que el hogar 

propuesto sea no viable. Asimismo, añade que el que no contara 

con un candidato que funja como amigo consejero no debió 

haberse utilizado como fundamento para denegar el privilegio de 

libertad bajo palabra. De igual modo, alega que la Junta no debió 
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haberle denegado el privilegio de libertad bajo palabra, ya que 

envió por correo copia de su carta de empleo.   

Al evaluar el expediente administrativo del Recurrente,  

remitido por la Junta de Libertad bajo Palabra en conjunto con su 

escrito, colegimos que  dicho cuerpo administrativo fundamentó su 

determinación en distintos factores.  En primer lugar, la Junta 

determinó que el señor Sierra Hernández carecía de las 

herramientas necesarias para integrarse a la libre comunidad y ser 

merecedor del privilegio de libertad bajo palabra. Conforme a la 

evaluación de la Junta, el Recurrente no cuenta con una 

evaluación o tratamiento psicológico reciente por el Negociado de 

Rehabilitación y Tratamiento, según requerido por el Reglamento 

Procesal de la Junta de Libertad Bajo Palabra, supra, en casos que 

involucran delitos contra la vida y/o delitos sexuales. La Junta 

determinó que el Informe Final de Ajuste y Progreso del año 2011, 

debía ser actualizado para poder tomar una determinación sobre el 

estado psicológico del Recurrente. 

En segundo lugar, la Junta también determinó que el señor 

Sierra Hernández carece de un plan de salida estructurado y 

viable. Añadió, que no contaba con una propuesta de hogar, amigo 

consejero, ni oferta de empleo corroborada. Surge del Informe de 

Libertad Bajo Palabra del Programa de Comunidad de Carolina, 

que el recurso propuesto por el Recurrente fue su abuela materna, 

la señora Patria Márquez Bonilla de 78 años. El Informe de 

Libertad Bajo Palabra revela que la señora Márquez Bonilla expresó 

no estar de acuerdo con los hechos cometidos por su nieto, ni 

apoya los mismos. Aun así, expresó estar dispuesta a recibirlo en 

su casa y formar parte del proceso de rehabilitación.  No obstante, 

expresó que le sorprendió lo ocurrido, ya que su nieto nunca dio 

problemas en general. Expresó que tampoco había dado problemas 
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con el consumo o trasiego de drogas, ni se le vinculó con personas 

de dudosa reputación.   

Por otra parte, el Reglamento exige que el peticionario que 

solicita el privilegio de libertad bajo palabra provea una oferta de 

empleo o en la alternativa, un plan de estudios, en la que presente 

la carta de aceptación de la institución educativa, con expresión 

del programa o facultad al que ingresaría. En cuanto a la oferta de 

empleo a la que alude el Recurrente, surge del expediente que la 

misma tiene fecha posterior a la Vista de Consideración ante la 

Junta de Libertad bajo Palabra. Por tal razón, la Junta no podía 

considerar dicha oferta de empleo.     

 Por otra parte, en cuanto al amigo consejero se desprende 

de la Resolución recurrida que al momento de la Junta considerar  

al señor Sierra Hernández para el privilegio de libertad bajo 

palabra éste no contaba con un amigo consejero viable y 

corroborado por el programa de comunidad correspondiente. Del 

expediente del Recurrente se desprende que el señor Jorge L. 

Aponte y la señora Anabel Tirado Esquilín sometieron una 

comunicación el 19 y 20 de diciembre de 2014, respectivamente, 

aceptando actuar de amigo consejero del Recurrente.  No obstante, 

en su recurso, el señor Sierra Hernández expuso que el hecho de 

estar encarcelado en Ponce imposibilitó que ambos amigos 

consejeros fueran entrevistados por la Técnico de Servicios 

Sociopenal. De igual modo, puntualizamos que el expediente ante 

nuestra consideración revela que al momento de redacción del 

Informe de Libertad Bajo Palabra, el recurrente fue orientado sobre 

el amigo consejero y no contaba con un amigo consejero viable y 

corroborado, según reseñado en la Resolución recurrida.  

Señalamos que el Reglamento Procesal de la Junta de Libertad Bajo 

Palabra solo exime del requisito de amigo consejero cuando el plan 

de salida propuesto consiste únicamente en ingresar al confinado a 
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un programa interno.  Lo anterior, no es la situación ante nuestra 

consideración.   

En fin, reiteramos que las solicitudes al privilegio de libertad 

bajo palabra son evaluadas, caso a caso, “conforme al grado de 

rehabilitación y ajuste que presente el peticionario durante el 

término que ha estado en reclusión.” Sección 9.1(a) del Reglamento 

Procesal de la Junta de Libertad Bajo Palabra, supra.  Por ello, 

luego del análisis ponderado de la totalidad del expediente, 

concluimos que la determinación de la Junta de denegar el 

privilegio solicitado estuvo debidamente fundamentada en los 

hallazgos del expediente ante su consideración y conforme al 

reglamento aplicable. Colegimos que la decisión de la Junta no fue 

caprichosa, arbitraria, ni irrazonable. En vista de ello, confirmamos 

el dictamen emitido por la Junta de Libertad bajo Palabra.   

-IV- 
  

 Por todos los fundamentos que anteceden, se confirma la 

Resolución emitida por la Junta de Libertad Bajo Palabra.   

Notifíquese. El Administrador de Corrección deberá 

entregar copia de esta Sentencia al confinado, en cualquier 

institución donde éste se encuentre. Notifíquese, además, a la 

Procuradora General.   

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

  Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


